TEXTO DE LA COMPARECENCIA DE LA VICELEHENDAKARI ANTE LA COMISIÓN ESPECIAL DE AUTOGOBIERNO DEL PARLAMENTO VASCO, PARA HACER UNA BALANCE DE SITUACIÓN SOBRE LA PERSPECTIVA ACTUAL DE CUMPLIMIENTO Y DESARROLLO DEL ESTATUTO DE GERNIKA Y FIJAR POSICIÓN SOBRE LA PROFUNDIZACIÓN Y ACTUALIZACIÓN DEL AUTOGOBIERNO VASCO.

INTRODUCCIÓN


Entiendo el objeto de esta comparecencia ante la Comisión Especial de Autogobierno del Parlamento Vasco, desde mi condición de responsable gubernamental de las políticas relacionadas con el autogobierno vasco, bajo un doble prisma que da continuidad al debate impulsado por el Pleno Monográfico sobre autogobierno que se celebró en esta sede el pasado 25 de octubre.

Primero, me propongo realizar un traslado preciso del estado de situación en que se encuentra la perspectiva actual de cumplimiento y desarrollo del Estatuto de Gernika.

Segundo, trataré de fijar una posición política en la que analice las líneas de avance sobre el trabajo abierto para profundizar y actualizar el autogobierno vasco.


Me propongo por tanto seguir un hilo conductor en mi exposición que permita, por una parte, el traslado de la información necesaria para conocer los acontecimientos más relevantes sobre el asunto que nos ocupa (básicamente los últimos hechos referentes a las relaciones institucionales con la representación del gobierno estatal) y, por otra parte, la valoración de más detalle sobre los aspectos nucleares a través de los cuales podemos analizar lo que hoy es y representa el Estatuto de Gernika (la existencia de una parte pendiente de cumplimiento consecuencia de la situación inacabada del proceso transferencial desde la Administración del Estado, las condiciones objetivas en las que la CAPV ejerce su actual haber de autonomía política y los elementos jurídico-políticos que pueden dimensionar potencialmente al autogobierno vasco).


Asimismo adelanto que haré entrega ante esta Comisión, como relaciones de documentos que pueden servir para ilustrar y profundizar en su trabajo, si Ustedes lo tienen a bien, los siguientes:


-Relación nº 1.- “Informe sobre Prioridades de Negociación de las Transferencias Pendientes” (presentado en esta sede el 20 de octubre de 1995), actualizado con la referencia a los acuerdos alcanzados desde aquella fecha.


-Relación nº 2.- Comunicaciones (desde el año 2000) entre la Vicelehendakaritza y el Ministerio de Administraciones Públicas, así como Acuerdos adoptados por el Gobierno Vasco, para impulsar las relaciones institucionales intergubernamentales de cara a completar el proceso transferencial y alcanzar el cumplimiento del Estatuto de Gernika.


-Relación nº 3.- “Consecuencias del incumplimiento del Pacto Estatutario” (un análisis de los negativos efectos económicos y sociales que el incumplimiento del pacto estatutario provoca en la sociedad vasca).

CUMPLIMIENTO Y DESARROLLO DEL ESTATUTO DE GERNIKA


Para situar mi exposición sobre el cumplimiento y desarrollo del Estatuto de Gernika debo comenzar, como ya les he dicho, por constatar que esta comparecencia tiene que situarse en el escenario de debate iniciado con el Pleno Monográfico de 25 de octubre de 2001.


Es allí, en concreto en el escenario que esbozó la intervención del Lehendakari en esta Cámara, donde se identifican las claves principales para un debate riguroso sobre el Estatuto de Gernika.


Decía que “sólo cerrando la puerta del incumplimiento y la frustración seremos capaces de abrir la ventana hacia el futuro, por ello es hoy más necesario que nunca reivindicar conjuntamente el compromiso de respeto del marco de autogobierno existente mediante el cumplimiento urgente del Estatuto en su integridad…”.


También que esta Comisión Especial constituye “un instrumento que nos permitirá aunar las iniciativas de cada grupo para dar cumplimiento a la voluntad de la sociedad en relación con el grado de autogobierno deseado…”.


Estos son los retos para cuya consecución me propongo poner a disposición de esta Comisión cuanta información y análisis consideren necesarios.


A tal fin, creo que debo comenzar por describirles someramente el escenario que el Lehendakari pretendió trasladarles para comenzar este debate, siempre desde el convencimiento previo de que, más allá de las ideas subjetivas que podamos tener, va a haber sin duda un sustrato de hechos objetivo que nos debe hacer reflexionar y sobre el que merece la pena edificar el trabajo de cara al futuro.

1º) Evolución cronológica del Estatuto. Expectativas vs/ realidad.

Profundizar realmente en un balance actual sobre el Estatuto de Gernika exige una previa reflexión sobre los comportamientos políticos que se han materializado en este devenir de más de 22 años en torno al Autogobierno vasco.

Es preciso que me apoye en los datos cronológicos esenciales para constatar el enfrentamiento entre expectativa y realidad, entre lo que pudo ser y lo que es en la actualidad.

Pacto Estatutario, solución al caso vasco en 1979

Sin demasiadas pretensiones de rigurosidad, digamos que la existencia del hecho nacional vasco, el ejercicio de derechos políticos nacionales y su propia determinación identifican las claves del momento estatuyente y de la solución al contencioso político vasco, desde la posición de su propia negativa hasta la de ensalzar al límite sus contenidos.

Les invito a recordar lo que se podía oir aquí en momentos precedentes a la aprobación de la Constitución española:

-“La Constitución española se fundamenta en una única nación, niega tácitamente la existencia de otras naciones.”

-“La negación constitucional del ejercicio de derechos nacionales no es absoluta, se abre a través del derecho a la autonomía política de nacionalidades y regiones.”

-“La disposición adicional primera de la Constitución admite la sucesión histórica de las situaciones constitutivas forales vascas, reconoce otro nivel de apertura en el ejercicio de derechos, pero queda en la incertidumbre, sin garantía política, el alcance del acceso a derechos nacionales.”

La potencialidad del problema político efervescente y no solucionado (como presunta negación del ejercicio de derechos nacionales) se plasmó en un significativo rechazo mayoritario de la sociedad vasca en el referéndum constitucional.


Sin embargo, 1979 vio cómo el Estatuto de Gernika era aprobado por una mayoría significativa de la sociedad vasca, abriendo una oportunidad única de conjugar las distintas expectativas que sobre él se depositaron y, lo que es tanto o más importante, con tiempo e ilusión por delante para construir un marco de convivencia democrática en el que pudiéramos entrar todos.

Pues bien, hoy es expresión del hecho de que se mantenga incólume el contencioso que podemos ver como político el mantenimiento actual en una parte significativa de la sociedad vasca de mayores aspiraciones en el nivel de acceso y ejercicio de su capacidad de autogobierno.

Un relato histórico de cada uno de los hitos que han influido en la evolución que les acabo de evocar nos lleva a los siguientes:

1º) Una primera fase de transferencias. Parón de la LOAPA.

Supuso la creación del embrión institucional vasco y el desarrollo de un espíritu incipiente de consenso institucional, que comenzó a truncarse con la aparición de una tendencia de bipolarización en las opciones partidarias de ámbito estatal en torno a la visión del modelo político del Estado autonómico a lo que tampoco fue demasiado ajeno el intento frustrado de involución política.

2º) Una segunda fase de transferencias y el Acuerdo de Pacificación y Normalización de 1988, también llamado “Pacto de Ajuria-Enea”.

Creo que en esta etapa se encuentran escondidas muchas de las claves para petrificar el problema vasco, desde la perspectiva de su ligazón interesada con el problema de pacificación, así como desde la perspectiva de desprestigio de los avances de consenso que pudieran tener las relaciones institucionales, ahogadas ya en pactos políticos bipartitos a nivel de Estado que impiden el desarrollo neutral del Estado autonómico.

3º) Informe de Transferencias, enero de 1992. Informe sobre Desarrollo Estatutario, julio de 1993. Acuerdo del Congreso de los Diputados, abril de 1994. Acuerdo del Senado, septiembre de 1994.

Esta tercera etapa fue una de las más duras para las perspectivas del pacto estatutario. Desde las instituciones vascas hicimos notables esfuerzos para hacer ver la sinrazón del parón o bloqueo transferencial. Entonces dijimos con claridad que estábamos ante un incipiente problema estructural que las fuerzas políticas a nivel estatal reconocían formalmente y simultáneamente ninguneaban a efectos prácticos.

4º) Informe de prioridades de transferencias pendientes, septiembre de 1995. Acuerdo del Parlamento Vasco sobre el Informe. Octubre de 1995.

Recuerdan Ustedes que el 20 de octubre de 1995 se constató con profundo pesar en esta Cámara la impotencia ante una situación que ya tomaba visos de agotamiento definitivo. El PP en esta Cámara recriminó la actitud del Partido Socialista a nivel de Estado, al tiempo que todos valoraron positivamente un nuevo esfuerzo del Gobierno Vasco para priorizar e impulsar la negociación de transferencias pendientes.

5º) Periodo 1996-1999. Acuerdo de investidura del Primer Gobierno del Partido Popular.

Durante este periodo se alcanzó un compromiso político de desarrollo estatutario al completo, que empezó a cumplirse en el plano institucional mediante algunas transferencias de menor calado pero que demostraban que la voluntad positiva en la materia era trascendental para alcanzar acuerdos y que éstos no son patrimonio de ninguna opción política. El Partido Popular evidenció que también puede tener otra cara y que puede interpretar los instrumentos jurídicos de otro modo.

6º) Ultima fase. Declaraciones del Gobierno Central: Estatuto cerrado. Desarrollo del Estatuto condicionado a la lealtad de los nacionalistas. Transferencias incompatibles con la Unidad de la Patria, la igualdad de los españoles, la caja única de la seguridad social, etc..., hasta la última, en Agosto de este año 2001: “cumplir el Estatuto de Gernika es incompatible con la Constitución.” (Ministro Sr. Posada).

Esta fase nos lleva hasta la reciente campaña electoral que culminó el pasado 13 de mayo, pero que continúa.

Es nuestra obligación, entender qué es lo que ha pasado, conocer el por qué del tantas veces constatado incumplimiento del Estatuto para acabar aferrándose al mismo. La sociedad vasca tiene que saber con claridad y transparencia dónde se sitúan hoy las aspiraciones de autogobierno por las que apostó hace 22 años.

Me pregunto si nuestro nivel de Autogobierno es el que formalmente refleja el texto del Estatuto de Gernika o es otro. Veámoslo.

2º) El Estatuto y el autogobierno. Situación actual.

Me van a permitir que comience por traerles testimonio de un hecho constatable. Conozco a ciudadanos y ciudadanas vascas de bien, que fueron fervientes defensores del significado que le dieron unos y otros al Estatuto de Gernika, lo apoyaron con su voto de confianza e ilusión, y hoy lo valoran con una enorme desilusión.

Desilusión por el Estatuto, esta es la cuestión.


La cooperación entre las fuerzas políticas (consenso) se identificó como la llave de acceso a la democracia y el motor de avance para la convivencia democrática. Pero la traslación de esa convivencia democrática al ámbito político vasco y a la cuestión vasca subyacente exigía también una cooperación entre fuerzas políticas que no se produjo.

El tiempo ha producido múltiples oportunidades y situaciones reales de cooperación, permitiendo tenues avances en la convivencia política (aunque reducidos prácticamente a la gobernabilidad) e importantes avances en la convivencia social, pero los déficits de cooperación y el estancamiento de posiciones políticas han sido de tal calibre que incluso han dejado fuera del consenso democrático a sectores importantes de la sociedad vasca.


Reflexionemos ahora sobre los momentos y las causas que han ido tejiendo una conciencia de desilusión que para mí es evidente en la sociedad vasca y más evidente desde un punto de vista institucional entre el Gobierno vasco y sus gestores y el Gobierno español y los suyos tanto ahora como ayer.


En este sentido permítanme solo a efectos metodológicos que me fije en el Pacto de Ajuria-Enea como un momento clave en la toma de conciencia general entre los partidos, y por tanto de la sociedad que ellos representan, del momento que vive el autogobierno y de la importancia de un desarrollo estatutario rápido, generoso y sin desconfianzas en la convivencia y en la normalización política del País Vasco.


En efecto, hasta 1988 y desde comienzos de los 80, una vez superado con éxito el intento fallido de recortar la autonomía general y vasca en particular a través de la LOAPA, se sucedieron algunas fases del desarrollo estatutario relativamente normales. La normalidad se debió a muchas causas, desde la novedad de la autonomía recién adquirida donde las novedades de la gestión en aspectos tan importantes, incluso políticamente, como educación, ertzaintza, concierto, etc... hacían que lo eufóricamente tan atractivo primase sobre la conciencia más cualitativamente reivindicativa, hasta la falta de cultura gestora y la cadencia relativamente ágil de trasferencias y servicios y sus responsabilidades a las instituciones Vascas.

Era una época ilusionante y creativa, de identificación institucional entre Administración y sociedad, de cercanía con el ciudadano y de descentralización desconocida hasta entonces.


A pesar de ello, la luz que entraba en la autonomía vasca dejaba entrever sombras y huecos políticos importantes: La LOAPA supuso un mazazo autonómico y sobre todo un aviso de intenciones cercenadoras y alteradoras de la voluntad de los llamados a llenar el Estatuto de Gernika, la conflictividad ante el Tribunal Constitucional era fortísima respecto a normas estatales y vascas con ventaja para el Estado, que suspendía una y otra vez normas vascas en un desequilibrio de poderes feroz, reivindicaciones históricas como la gestión de la Seguridad Social o las Instituciones Penitenciarias habían quedado aparcadas sin ni tan siquiera ser comentadas, etc…


Este panorama, que se puede ilustrar con muchos ejemplos, comienza a hacer percibir en los partidos, pero fundamentalmente en las Instituciones vascas, que habían apostado por el Estatuto y sus potencialidades, síntomas de pérdida de ilusión, aún no muy profundas, pero constatables, no en vano de su mano había ido la apuesta estatutaria y defendían con más fervor que nadie su potencial en materia de autogobierno.


Aunque se era consciente de que sólo se estaba llenando la letra, y sólo la letra, y no el espíritu del Estatuto y mucho menos sus potencialidades superadoras del marco general en el Estado autonómico, nadie hablaba de deslealtad y, sin embargo, ese vocablo comienza a oírse con cierta asiduidad alrededor del momento del Pacto de Ajuria-Enea de 1988. Tampoco hasta entonces se constata de manera expresa (sí tácita) la importancia de la vía estatutaria para acceder a un autogobierno satisfactorio para los vascos y vascas y su relación con la convivencia pacífica y normalización política del contencioso vasco llamado eufemísticamente “encaje relacional con el Estado”.   


Seguramente desde el pacto de Ajuria-Enea pudieron comenzar a tomar cuerpo los excesos de sacralización del Estatuto de Gernika –por los que allí estaban y por los que no estaban-, pero lo cierto es que también allí comenzaron a constatarse las sospechas sobre la amenaza que traería para la convivencia democrática el incumplimiento del Estatuto –eso está escrito con claridad en el propio texto del Pacto, como todos Ustedes saben, y, encima, en referencia al mero retraso en el cumplimiento, no al incumplimiento en sí-.

El Pacto de Ajuria-Enea decía literalmente, además, que “el cumplimiento de todos los contenidos del Estatuto, respetando sus principios y singularidad, contribuirá a la resolución progresiva de los conflictos y a reforzar la confianza democrática y la convivencia pacífica.”

Creo que la persistencia de la violencia y la ruptura del Pacto advierten de un fracaso sobre el que no se ha hecho una evaluación política que permita conocer y exponer a la ciudadanía si se dieron planteamientos erróneos en el mismo en relación a los extremos que nos ocupan.

Estatuto non-nato. Transferencias pendientes y sus efectos negativos para el bienestar de la sociedad vasca.


Después de una fase bastante dinámica como la que he comentado hasta mediados-finales de los años 80, en la que se avanzó con cierta cadencia en el proceso de transferencias, y sobre todo desde la explicitación de la importancia del desarrollo estatutario para la convivencia en Euskadi y las aspiraciones de autogobierno, se produjo una transformación profunda del contexto y de sus soportes, que dejaron de ser institucionales y administrativos para convertirse en tendencialmente políticos.


Hay algunos datos, actos y actitudes que con la perspectiva temporal que hoy nos acompaña ayudan a ver mejor aquel momento, más allá también de que se sea consciente de la nula convicción autonómica que ha inundado todo el proceso post Ajuria-Enea.


Sólo cuatro reflexiones:

Primera.- Comenzó a tomar forma en el debate político la construcción del Estado autonómico y surgieron los primeros acuerdos entre PP y PSOE para poner en práctica lo que se llamó “espíritu de la LOAPA” o en la práctica también el “café para todos”. Las fuerzas estatales comparten diagnóstico sobre la homogeneización de los niveles competenciales autonómicos, la coordinación estatal de políticas públicas y la preocupación por el principio de solidaridad, ante la existencia de desequilibrios económicos y sociales en algunas Comunidades Autónomas, produciéndose un freno en el proceso de transformación de la Administración del Estado y un endurecimiento de la política de transferencias.


Segunda.- Comenzaron a tener peso las sentencias del Tribunal Constitucional y los tecnicismos que permitían sacar adelante los intereses políticos del Gobierno estatal en función de las políticas de diseño, matizándose y condicionándose la lectura del Estatuto.


Hasta tal punto es importante el papel del TC, que produce efectos trascendentales desde el punto de vista político. Por una parte, el Gobierno Vasco deja de acudir a él como Institución interpretadora de la Constitución y de los límites del desarrollo autonómico para no verse perjudicado por su nula sensibilidad y el alarmante potencial político que penetra en su organización y funcionamiento, haciendo siempre las lecturas más centralistas. Por otra parte, el Estado, apoyándose en muchas sentencias interpretativas del TC, que justificaban diversas opciones normativas, unas más favorables a posiciones autonómicas y otras menos, comenzó a tomar partido por aquellas menos autonomistas, incluso llegó a modificar Leyes estatales con sentencia desfavorable, de modo que ante diversas opciones siempre eligió conscientemente la menos abierta a “generosidad estatutaria”.

Tercera.- La intervención más decisiva en el juego de la política estatal por partidos políticos nacionalistas o de ámbito territorial autonómico transformó mucho más la actitud de las formaciones políticas estatales respecto al proceso de transferencias y al tratamiento de las Comunidades Autónomas en las Leyes del Estado, introduciendo un mercadeo político cada vez más ostentoso en las relaciones administrativas e institucionales entre la Administración estatal y las autonómicas. El nacionalismo democrático no ha podido sustraerse a esa dinámica, pero tampoco ha dudado en denunciar ello como transformación de la política de desarrollo estatutario en arma política. Ha habido que pagar por lo que ya era nuestro.

Cuarta.- Desde las Instituciones vascas comenzamos a analizar y a cuantificar en profundidad las consecuencias del retraso en el cumplimiento del Estatuto (Informes de transferencias, Informes de prioridades). La identificación de un volumen de transferencias pendientes que duda cabe que caló en la ciudadanía, como no podía ser de otro modo.


Atrás quedan ya muchos años de reivindicaciones, victimismos y prepotencias respecto al cumplimiento íntegro del Estatuto, hasta llegar a totemizar algo que debiera ser tan simple como es su mero cumplimiento.


Pero si importante ha sido la reflexión relativa a la parte del Estatuto no nacido por incumplido, hablemos ahora del estatuto que se ha visto recortado por innumerables técnicas que desde el punto de vista político rompen las reglas de juego, desde el punto de vista ciudadano rompen los consensos básicos sobre el Estatuto de Gernika en su acepción más normalizadora de la convivencia política y justifican no solo una desilusión estatutaria sino la necesidad de buscar nuevos consensos más garantistas y necesarios que nunca dándole al debate y a esta Comisión especial a la que me dirijo, una justificación y oportunidad especial.

Estatuto recortado. Autogobierno flotante.

Las decisiones políticas que lideran los gobiernos se mueven entre la defensa de intereses particulares y grupales concretos y la realización de resultados satisfactorios de bienestar y progreso para el global de la sociedad. Esa perspectiva pasa por encima de las teorías o modelos sobre los instrumentos y el reparto del poder político.

El conjunto de la Constitución y los Estatutos de Autonomía diseñaron un modelo de funcionamiento. Si se hubiera puesto en práctica en su totalidad, ahora podríamos evaluar cómo y desde qué Gobierno se le da progreso y bienestar a la ciudadanía, cómo encaramos mejor los retos y los problemas. Podríamos definir, en suma, desde la cooperación a la que tanto alude últimamente el actual Gobierno del Estado (no olvidemos la Ley de cooperación autonómica que se anuncia para dar cierre al modelo autonómico), cómo podemos actualizar y adaptar el reparto de funciones entre los poderes públicos.

La tensión que existe para concretar cual es la función del Estado y cuál es la de las Comunidades Autónomas es una rémora indudable, pero de ello dependen muchas de nuestras necesidades. Del contenido del autogobierno vasco y de nuestra capacidad de influir en la política de Estado, Europea, etc...depende nuestro futuro.

Qué puede y qué no puede hacer el Gobierno Vasco y cómo influye que lo haga él preocupa y mucho a la ciudadanía vasca.

Las fuerzas políticas que han tenido responsabilidades en el gobierno estatal achacan a las demás una falta de sensibilidad hacia la política de Estado y critican excesos en la concepción del modelo autonómico. Su preocupación casi obsesiva está en primar la definición de la función de Estado y de ahí el consenso respecto al cierre de lo que llaman Modelo Territorial.

Tienen una cierta confrontación de convicciones respecto al tipo de instrumento político que es más eficaz para satisfacer las necesidades de los ciudadanos, pero salvo diferencias de sensibilidad ideológica tienen criterio común sobre la necesidad de elaborar políticas unitarias y centralizar cualquier gestión que pueda ser clave en el terreno político gestor.


Por eso afirmamos que tenemos un Autogobierno flotante.


Aquí cabe entonces esa demagógica dialéctica del debate político que presenta al Estatuto de Gernika como una de las cartas políticas de mayor contenido y capacidad de autogobierno en el panorama europeo y una realidad de su aplicación práctica, esto es, un bagaje de posibilidades reales de que las competencias y capacidades de decisión previstas en el mismo sean activadas, lleno de cortapisas y de mecanismos capaces de anular lo escrito.


Con independencia de que la anterior aseveración pueda o no ser compartida en lo que a ser la carta europea regional más autonomista se refiere, lo cual no resulta totalmente cierto a juzgar por los estatutos regionales comparados con los de otros Estados (Bélgica respecto a Flandes, Cantones suizos, Austria y Alemania respecto a los Länder), es un hecho que existen muy pocas garantías políticas del autogobierno vasco y por eso consideramos que uno de los esfuerzos principales de futuro deben orientarse a clarificar el nivel de instrumentos y mecanismos legales eficaces que permiten restituir o defender -en definitiva hacer ciertamente real- el bagaje teórico que se predica de ese autogobierno vasco, incluyendo las potencialidades que encierra.

Y es que en el Estado se ha rechazado flagrantemente todo desarrollo de mecanismos que permitan al resto de instituciones políticas participar en la política de Estado, trasladando a la ciudadanía una imagen peyorativa de la descentralización política.

El resultado es una reconstrucción, una relectura del modelo de autonomía política hacia sanos regionalismos que no encajan en una ciudadanía vasca identificada de otro modo con sus instituciones y con el quehacer de las mismas. Nótese, también ahora, que aún no estoy hablando de la especialidad del caso estatutario vasco y de sus potencialidades.

Creo que aquí podríamos objetivar el entramado de herramientas del que se ha dotado el Estado, forzando los principios y normas de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía, adaptando las estructuras del Estado democrático y trampeando las garantías institucionales de lo que fue llamado en el texto constitucional “autonomía de las nacionalidades y regiones”:

1. GARANTÍAS INSTITUCIONALES: ¿Qué mecanismos existen a nuestra disposición para impedir que el Estado apruebe Leyes o Reglamentos que suprimen, modifican y restringen el contenido de nuestro autogobierno?. Miren, en todos los sistemas políticos compuestos del mundo occidental existen mecanismos de garantía (participación preceptiva, vetos, dobles lecturas, negociación bilateral, sistemas de arbitraje, etc...). Aquí se han preocupado concienzudamente los responsables del desarrollo del Estado autonómico de que no exista ninguno. Ahí tienen la Ley de Universidades, aprobada sin tan siquiera haber escuchado a los Gobierno autonómicos. Si esto es posible, ¿qué valor tiene el precepto del Estatuto de Gernika que reconoce competencias legislativas en materia de Universidades a este Parlamento?.

Nadie aceptó el pacto autonómico a sabiendas de que se podían producir comportamientos de esta naturaleza. No son legítimos, son infrademocráticos. ¿Es esto una regresión institucional?. Quédense con esta pregunta in mente porque tendremos que volver sobre ella.

2. OPACIDAD Y CIERRE DEL PROCESO TRANSFERENCIAL: Como saben Ustedes la última reunión de la Comisión Mixta de Transferencias prevista en la disposición transitoria segunda del Estatuto de Gernika tuvo lugar ahora hace casi 2 años. ¿Saben lo que esto significa?.

Pues sencillamente, que el Gobierno estatal que desprecia Comisiones Políticas al más alto nivel para desbloquear el proceso de transferencias está a gusto con el no diálogo. Repito, ¿es esto una regresión institucional?.

3. PLANES Y PROGRAMAS NACIONALES: Son concreciones de políticas estatales en cuya elaboración se prescinde de la capacidad autonómica para establecer una ordenación social propia. Centralizan las políticas públicas sujetándolas a la percepción de fondos estatales de gestión centralizada.

4. DIRECCIÓN DE LA ECONOMÍA Y MERCADO ÚNICO: Competencia estatal que incide transversalmente y que le permite al Estado intervenir en cualquier política sectorial desde su proyección económica, condicionando y en muchos casos distorsionando las políticas públicas autonómicas.

5. LEGISLACIÓN Y NORMATIVA BÁSICA: El Estado no cumple el alcance que le ha dado a este concepto el TC como principios y normas esenciales comunes que deben ser fijados en normas con rango de ley. El Estado usa habitualmente esta capacidad para agotar los marcos de regulación sectorial, perpetuándose incluso, a través de las habilitaciones reglamentarias.

6. GARANTÍA DE LA IGUALDAD DE LOS ESPAÑOLES: Se usa para justificar que el Estado desempeñe actuaciones de gestión en materias en que la Constitución no le atribuye competencias ejecutivas.

7. CRITERIO DE SUPRATERRITORIALIDAD: El Estado lo emplea para recuperar facultades de gestión.

8. CRITERIO DEL INTERÉS GENERAL: La declaración unilateral que realiza el estado le permite intervenir sin límites en el ámbito de las infraestructuras.

Otros conceptos como la FUNCIÓN DE COORDINACIÓN y las COMPETENCIAS CONCURRENTES expresan otras manifestaciones de escasa o nula voluntad de cooperación y el no haber asimilado el Estado plurinacional.

Cualquiera de estos conceptos nos remite a tecnicismos jurídicos ampliamente teorizados por el Tribunal Constitucional para que resulte justificable que una política sectorial cualquiera, en cualquier materia que Ustedes imaginen, sea decidida unilateralmente por el Gobierno estatal, pueda trasladarse a las normas y pueda respaldar la atribución exclusiva de capacidades de gestión a la Administración del Estado, diga lo que diga el Estatuto de Gernika y diga lo que diga la Constitución.

Se puede llegar fácilmente a la conclusión práctica, a poco que escarbemos en cualquiera de los mecanismos citados y reflexionemos sobre su operatividad, de que el autogobierno que tengamos y que podamos ejercer desde la CAPV queda supeditado al manejo que se haga en el Estado, en cada materia, respecto a esos condicionantes y tecnicismos.

No lo digo ni con victimismo ni con sorpresa, porque ya lo venimos anunciando desde hace años.

Únicamente basta con que las opciones políticas mayoritarias, que controlan las instituciones del Estado, tengan un criterio de interés político partidario, una necesidad de liderazgo social o político concreta, para que, haciendo uso de la situación institucional y de las herramientas técnico-jurídicas citadas, puedan imponer su criterio político sin ninguna presión derivada de la necesidad de respetar las reglas de juego de un Estado compuesto y con muchas garantías de respaldo jurídico.


Todos esos factores inciden sobre el bagaje competencial derivado del Estatuto de Gernika, bien impidiendo que sus contenidos se activen, bien posibilitando su desconocimiento o su interpretación en un sentido regresivo para el autogobierno vasco.


Sin que responda a un criterio técnico estricto, digamos que se encuentra en juego la garantía política de la existencia del propio autogobierno vasco, de modo que surgen constantemente situaciones heterogéneas en las que se propicia una pérdida irreparable de elementos indispensables para que la sociedad vasca, a través de sus instituciones, pueda defender sus intereses, evitar o contrarrestar decisiones que le perjudiquen, hacerse valer y oir en definitiva como expresión de su identidad y razón de ser.


La existencia de mecanismos de participación o de presencia eficaz en todos los foros en los que se tomen decisiones que pueden influir sobre los intereses de la sociedad vasca constituye el primer elemento garantista al que nos referimos.


Esta cuestión puede tener innumerables manifestaciones que nos llevarían en última instancia a analizar el propio funcionamiento del Estado como entramado de instituciones que debe ser permeable a la organización territorial del poder político de la que se ha dotado constitucionalmente.


A este punto de vista pertenecen un conjunto importante de déficits, tanto en lo estructural como en lo coyuntural, que hacen del Estado español aún un modelo en construcción inacabada, en el que se encuentran pendientes de definir asuntos que afectan a todos los Poderes del Estado y que influyen decisivamente en la dimensión de las garantías de las que dispone realmente el autogobierno vasco. Asuntos estructurales como el del Senado, como cámara legislativa que no responde a su concepción constitucional de carácter territorial, o asuntos coyunturales como la nula sensibilidad autonómica en la organización, estructura, modelo de funcionamiento y nombramiento de un gran número de instituciones estatales que influyen decisivamente incluso en la autonomía política, caso del Tribunal Constitucional.


Y no digamos a nivel ejecutivo o gubernamental, donde se plantean este tipo de necesidades con una dimensión más práctica y visible para la sociedad vasca.

Si vemos el ejemplo de la Unión Europea, que se encuentra en un proceso de construcción del poder político, el papel de la Unión se plasma en la definición de Políticas Comunes o conjunto de medidas que afectan a los ciudadanos en el comercio, la agricultura, la pesca, la industria, el empleo, etc...Pero para definir esas políticas los Estados miembros ceden y comparten parcelas importantes de poder, participan, negocian, defienden los intereses de su ciudadanía, en definitiva, tienen foros en los que se hace todo esto.

El modelo autonómico no está pensado igual. También es un proceso de construcción del poder político y, sin embargo, evoluciona negando la agrupación de intereses, negando la participación, discutiendo el autogobierno territorial.

La ciudadanía vasca sabe que en el centro de estas cuestiones está el Estatuto de Gernika, sabe que define las parcelas de actuación de las Instituciones vascas, y tiene que conocer con claridad también qué obtiene y que pierde en función de que se RESPETE o no el Estatuto, porque ése es el principal papel que tiene el actual autogobierno vasco.

También tiene que percibir que la vorágine y la concentración de poder a otros niveles globales anula o impide la defensa de los intereses propios. Tiene que apreciar si en el contexto descrito se puede avanzar en la convivencia política y los efectos que esto genera en la convivencia social.


Los sucesivos Gobierno estatales españoles se han negado en redondo a admitir que la proyección europea de las políticas públicas y la participación gubernamental en las instituciones y foros europeos de cualquier índole deba estar adecuada a la organización política interna del Estado español. Incluso el Gobierno español ha mostrado en las negociaciones de los distintos Tratados europeos una de las posiciones más duras y contrarias a la participación de autoridades nacionales y regionales no estatales, de modo que estamos ante una cuestión exigible tanto a nivel interno (cómo se organiza la toma de decisiones del Estado español de cara a Europa) como a nivel externo (cómo se organiza la representación y participación en las instituciones europeas).

¿Qué podríamos sacar como conclusión?


Probablemente que la desilusión estatutaria tiene justificación y que necesita y requiere de un nuevo consenso estatutario, un pacto que restituya el nivel relacional que Euskadi se merece y por el que sus gentes apostaron.

3º) ¿Confirman los últimos acontecimientos el análisis que les he hecho hasta ahora?


Este apartado debo analizarlo enganchando con aquel Pleno del Parlamento Vasco, de 20 de octubre de 1995, en el que se valoró positivamente el llamado “Informe sobre Prioridades de Negociación de las Transferencias Pendientes”.


Califico ese hecho como un referente importante, del mismo modo que el documento que allí se presentó, al igual que el correspondiente al “Informe de Transferencias” de 1993, son referentes imprescindibles para todo debate que pretenda profundizar mínimamente en los entresijos técnicos y no tan técnicos sobre el cumplimiento del Estatuto.


Esos informes sirven, en definitiva, para trazarse una foto eficaz sobre la parte literal del Estatuto de Gernika que se encuentra pendiente de cumplimiento, haciendo la misma lectura racional del bloque de constitucionalidad vigente que básicamente hicieron todos los partidos políticos representados en este Parlamento en 1993 y en 1995.


Evolución de las relaciones institucionales


A continuación debo informar que durante los ejercicios 2000 y 2001 no se ha alcanzado ningún acuerdo en materia de transferencias y traspasos de servicios. Trataré, en consecuencia, de analizar y valorar la dinámica de relaciones institucionales con la Administración del Estado que han jalonado ese período, así como los posicionamientos políticos más relevantes que nos permitan conocer lo sucedido desde que el 15 de noviembre de 1999 alcanzáramos el último acuerdo existente en la Comisión Mixta de Transferencias. Como he anunciado al comienzo, este relato se incluye como uno de los documentos de trabajo que entregaré a la mesa.


A tal fin, comienzo situándome en la fecha concreta de 10 de julio de 2000, en la que tomé la iniciativa de dirigir una primera carta al entonces recién nombrado Ministro de Administraciones Públicas, Sr. Posada, solicitándole una reflexión sobre el cumplimiento del Estatuto de Gernika al hilo de varios comentarios, a saber: (1) un detalle del compromiso expuesto en su primera intervención en el Congreso de los Diputados para exponer las líneas de la política del MAP, en la que textualmente expresó “un compromiso firme para que las relaciones institucionales con el Gobierno Vasco se mantuvieran incólumes y funcionaran al máximo”; y (2) un detalle sobre nuestra inquietud por la necesidad de reimpulsar con eficacia las negociaciones, para lo cual expusimos el recordatorio de los diferentes bloques de materias que constan en los informes de transferencias del Parlamento Vasco, sobre los que propusimos “trabajar conjuntamente en una actualización integral y completa de las funciones y servicios pendientes de traspaso al País Vasco”.


El 27 de julio de 2000 recibí contestación mediante una escueta carta del Ministro en la que se decía textualmente “…no te oculto que la actual situación política de tu Comunidad Autónoma puede repercutir en la fluidez del diálogo…”. No creo que saco de contexto esa afirmación, que me atrevo a calificar de lamentable, y que fue acompañada en todo caso de una constatación sobre la dificultad de los asuntos y de un ofrecimiento sobre la disponibilidad a estudiar las cuestiones con la mejor voluntad y en un marco de recíproca lealtad institucional.


Desde aquellas fechas las relaciones institucionales necesarias para impulsar el proceso de negociación transferencial entre los dos Gobiernos sólo se han podido valer de intercambios epistolares, con distintas peticiones de impulso protagonizadas por el Gobierno Vasco y rechazos o aplazamientos para entrar en el fondo por parte del Gobierno estatal.


El 13 de febrero de 2001 el ejecutivo vasco adoptó un Acuerdo en el que se plasmó el contenido detallado para el traspaso en 4 materias consideradas prioritarias por este Parlamento (políticas activas de empleo y formación profesional ocupacional, instituciones penitenciarias, investigación científica y técnica, y autopistas en régimen de concesión). Este Acuerdo fue trasladado al MAP y al Presidente del Gobierno español, recibiéndose contestaciones en las que se reiteraba la disposición a su estudio y el compromiso, tras su análisis por los distintos Ministerios implicados, de hacernos llegar las conclusiones, “para convocar las Ponencias Técnicas que pudieran ser necesarias”. A día de hoy no hemos recibido ninguna conclusión o estudio ajustados al respecto.


Pasada ya la cita electoral de 13 de mayo de 2001 y tras el discurso de investidura del Lehendakari, el Gobierno Vasco propuso el 31 de agosto la constitución de una Comisión Político-Institucional de naturaleza bilateral, con la clara intencionalidad táctica de que pudiera desactivarse el evidente bloqueo relacional al más alto nivel político. Esta iniciativa fue rechazada en el ámbito mediático, incluso con reacciones despectivas encabezadas personalmente por el propio Presidente del Gobierno español.


Y el mismo 22 de octubre de 2001, 3 días antes del debate monográfico sobre autogobierno en esta sede, recibimos la misiva del Ministro, de la que también dio amplia difusión a los medios y luego leyó en la Cámara el portavoz del PP, en cuyos “Anexos” fijaba posición sobre las transferencias pendientes, siguiendo el referente del informe de 1993, esto es, con una escueta valoración de cada materia que se consideró susceptible de traspasos, que arroja el siguiente balance respecto a las 54 fichas identificadas en su día:


-22 se consideran resueltas.


-10 rechazadas por entender que no procede traspasar medios.


-14 rechazadas porque se entienden de competencia exclusiva estatal.


-8 se reconocen pendientes de acuerdo.


Si cotejamos esta valoración con el informe de prioridades de negociación de 1995 y con el originario de 1993 que he citado, podemos extraer la conclusión general de que nuestros informes identifican con claridad que existen 37 fichas sobre materias que consideramos que aún tienen traspasos pendientes. El MAP rechaza esa conclusión respecto a 29 fichas y sólo admite pendientes 8 asuntos.


En nuestra opinión estamos ante un documento sin los mínimos de rigor técnico imprescindibles para tratar temas sumamente explorados por la doctrina y la jurisprudencia, que probablemente se hizo para buscar efectos políticos propagandísticos ante la inminencia del debate sobre autogobierno.


Yo no voy a restar ni un ápice de legitimidad a las actuaciones y proclamas partidarias, pero sí que tengo que hacer constar, como así le hicimos ver en nuestra inmediata comunicación de respuesta al Ministro, que estamos ante una comunicación oficial del MAP que nos puede trasladar unas perspectivas de futuro muy negativas para el autogobierno vasco. No en vano aquí se refleja un retroceso espectacular sobre la percepción de las mínimas bases de consenso que podíamos tener en 1993, al menos con posturas unánimes de todos los partidos políticos representados en este Parlamento Vasco, y que hoy se ven rechazadas de plano respecto a un elevado número de materias objetivamente reflejadas en el Estatuto de Gernika.


Miren, habrá siempre cuestiones complejas en las que es difícil plasmar el reparto de responsabilidades, sobre todo si no hay una actitud abierta de generosidad hacia el desarrollo autonómico, sino una cierta obsesión de concentrar las potestades administrativas a través de las que se vehiculiza el poder político. No hay para ello más que aprovechar los entramados técnicos de los que he hablado en un sentido u otro.


También hay intentos que podemos comprender, que no aceptar, para evadir el proceso transferencial previsto en la Constitución y en el Estatuto. Esta idea nació con la LOAPA, como les he dicho. Sostener que la ley estatal fije los repartos competenciales y sustituya la necesidad de acuerdos transferenciales, como se sabe, fue una opción declarada inconstitucional por el TC, que además nos plantea un problema singular para la CAPV, no solo porque la inexistencia de transferencia impide regularizar la relación financiera de Cupo (si no se acuerda una transferencia deben saber que técnicamente tenemos que seguir contribuyendo con el 6,24% del coste de los servicios que tiene el Estado, por lo que si queremos en la CAPV ejercer la competencia y hacer nuestra propia política tendremos que duplicar nuestra aportación financiera para soportarla, lo que nos ocurre en varias de las materias pendientes que el MAP ha rechazado), sino también porque es el único Estatuto que tiene una Disposición Adicional Única que encierra unas potencialidades, asimismo únicas que jamás se han explorado contundentemente y que no pueden ser un vacio.


Pero, por último, hay varias materias de las que el MAP rechaza por considerarlas de competencia exclusiva del Estado que sinceramente no aguantan un asalto de discusión, porque es tan palmario que el Estatuto de Gernika las asume que resulta inexplicable cualquier argumentación que pretenda su rechazo. Habría que modificar el Estatuto y la propia Constitución para que la tesis del MAP fuera admisible jurídicamente. Destaca entre ellas el supuesto de la gestión del régimen económico de la Seguridad Social.


Permítaseme, para terminar este relato, una reacción defensiva. Se ha oído frecuentemente que las Instituciones vascas, fundamentalmente el Gobierno Vasco, no ha recibido una serie de transferencias y servicios por su afán maximalista en su manera de plantear las negociaciones con Madrid. Nada más alejado de la realidad. El Gobierno Vasco siempre que ha habido voluntad por la otra parte ha llegado a acuerdos porque nunca ha confundido traspasos dignos con peticiones exorbitantes. En una negociación ganan todos. Lo que nunca ha hecho es dar por buenas una serie de traspasos que no alcanzaban un mínimo de dignidad cualitativa porque ello es una traición estatutaria a los ciudadanos y ciudadanas de este país y siempre ha estimado que el “más vale tener algo que nada” o el “algo es algo” no comulga con el desarrollo estatutario y la manera de cumplir con las obligaciones de gestionar el autogobierno. No es un problema de ser prácticos o de hacer pragmapolítica, es un mínimo de rigor en el tratamiento de los temas, rigor que tiene que ser correspondido con idéntico rigor.


Por todo ello creo que ha llegado el tiempo de desengañarnos y de relativizar este entramado de discusiones y argumentaciones técnicas en las que nos tiene sumido 22 años después el debate sobre el cumplimiento íntegro del Estatuto de Gernika.


Hay que descarnar las actitudes y decir con más claridad lo que se quiere a fondo, mucho más teniendo en cuenta que es una entelequia hoy pensar en una fase primera de cumplimiento de la letra del Estatuto que, una vez colmada, abrirá una segunda fase de articulación de las potencialidades a las que se refiere el proceso de actualización de derechos históricos previsto en la disposición adicional primera de la Constitución.


Hasta la fecha no ha existido proceso de actualización alguno, sólo nos ha dado para cumplir una parte de la letra del Estatuto. Y no sé si la previsión constitucional fue un error, como algunos han dicho recientemente, pero lo que sí está claro es que hoy no hay visos de querer cumplirla. A los últimos acontecimientos me remito.


Por todo lo dicho, en cualquier caso, parece lógico que desde una visión institucional del problema se advierta de la necesidad de reformular el pacto político.


Así lo hemos detallado profusamente en una última comunicación remitida al MAP los pasados días en respuesta al cuestionario sobre cooperación autonómica que como saben ha distribuido el Estado por todas las Comunidades Autónomas. No voy a entrar en su detalle sino para informarles de que en la remisión oficial hemos vuelto a instar del Ministro una reflexión más rigurosa y serena sobre el cumplimiento del Estatuto de Gernika.


A esa intención, por otra parte, obedecía la iniciativa que les he comentado para abordar estas cuestiones en una Comisión Política bilateral con el Gobierno estatal.

Este es, y no otro, el campo del debate, no para buscar soluciones hoy mismo sino para que las voluntades de avanzar se manifiesten por todos en forma de opinión sobre el momento por el que atraviesa el autogobierno. Yo espero haberme pronunciado con claridad, pero no rehuiré el reto de profundizar en análisis que sirvan a todos para centrar las cuestiones que metologicen los pasos a dar en el futuro.

Este es, entre otros, el quehacer de esta comisión en que hoy les hablo.

PROFUNDIZACIÓN Y ACTUALIZACIÓN DEL AUTOGOBIERNO VASCO. PERSPECTIVAS DE FUTURO.

Creo que a lo largo de mi exposición he dejado patentes muchos elementos más que fundados sobre los problemas que padece nuestro Autogobierno. Creo sinceramente que se encuentra en peligro. Un peligro que no deviene tan solo de la percepción de incumplimiento y de regresión que hoy vive la letra y el espíritu estatutario por el que este pueblo apostó y han defendido las instituciones vascas, sino también de la sensación que tiene la sociedad vasca acerca de que la situación incompleta en términos de autogobierno, más allá de generar frustración, propicia una suerte de inestabilidad político-institucional, alejamiento de los problemas reales y pérdidas de espacios de consenso que son un lujo en cualquier sociedad y que debemos no sólo atajar sino afrontar de un modo directo y con soluciones concretas.

No faltan ejemplos para ilustrar las nefastas consecuencias que tiene para la ciudadanía vasca el no poder ejercer las competencias, servicios y funciones asumidas en el Estatuto de Gernika, porque más allá de la percepción nacionalista o no nacionalista, estatutista o estatutista de última generación y a todo correr, soberanista o central-españolista, que también los hay, yo creo en que al pueblo vasco, del que habla el Estatuto actual en su artículo primero, para acceder a su autogobierno, le asiste el derecho de recomponer en todo momento el núcleo jurídico-político que le corresponde en virtud de su historia y al que no ha renunciado ni en el momento de aprobación estatutaria ni nunca, tal y como, de nuevo, se encarga de decir la disposición adicional del actual Estatuto de Gernika.

El Estatuto. Fruto del Pacto.


El debate sobre autogobierno, no sobre política transferencial o desarrollo estatutario acabado en los contenidos, pero incapaz de plantear otros avances, resulta oportuno no solo para impulsar la conformación completa de los marcos jurídicos de que nos hemos dotado que fueron fruto de un pacto (lo cual significa ratificar las voluntades ya traídas a este Parlamento con ocasión de los anteriores debates sobre transferencias y prioridades de negociación) sino, y sobre todo, para procurar dar un avance definitivo en el logro de una normalización política en Euskadi que sea perdurable, justa, consensuada y factible en el concierto europeo e internacional.


Sé que este propósito resulta a la vez ambicioso y peligroso pero resulta irrenunciable aprovechar estos próximos meses de debate sobre autogobierno para relacionar el valor que sobre la normalización de la convivencia política tendría un nuevo pacto sobre niveles y calidad del autogobierno en Euskadi, fundamentalmente en torno al modelo relacional y de garantías que debe tener el pueblo vasco con el Estado español.

Hoy parece indudable que el actual Estatuto y las lecturas y sentimientos que suscita ha quedado profundamente tocado como pacto para la convivencia política, al quedar situado entre posiciones muy consolidadas y mayoritarias de sacralización.

Me van a permitir que les diga que creo que hoy nadie defiende o rechaza el Estatuto de Gernika sin matices, aunque no se diga.

Es evidente que necesitamos un nuevo pacto en torno al autogobierno no solo para recomponer consensos básicos que suponíamos existentes en 1979 y hoy han quebrado por todo lo que llevo comentado durante esta intervención sino también para encontrar una normalización política imprescindible.

Necesitamos un nuevo pacto para la normalización política y saben todos ustedes de sobra que ese pacto no podemos identificarlo sin más con el actual Estatuto o por lo menos con cómo se lee desde distintas perspectivas, entre otras razones, porque no tenemos realmente el Estatuto completo.

Tenemos la responsabilidad de construir entre todos el Autogobierno vasco que se identifique con normalización institucional y política.

Llegados a este punto y volviendo al punto de partida, decía que necesitamos un nuevo pacto en torno a la que ha de ser nuestra norma fundamental, un Estatuto de hoy en día y no quisiera dejar pasar la oportunidad que tenemos para establecer los procedimientos de lograrlo y los términos del punto de encuentro para ver si se pueden compartir o, en su caso, suscribir.

Esta tiene que ser una apuesta por la democracia. Así que la apuesta por la democracia comprende una primera y fundamental premisa: reconocer que necesitamos encontrar un punto de encuentro, reconocer que necesitamos todos, sin exclusión, tener esto como un objetivo.

Un camino para el encuentro


La segunda premisa es el respeto. Respetar lo que ha decidido la sociedad vasca implica caminar asumiendo que hasta la fecha hemos construido una referencia institucional y social en el Estatuto de Gernika. No debiéramos dar pasos que echen por la borda lo que tenemos, aunque sea fruto de la democracia que tenemos, esto es, sean pasos imperfectos, incompletos y, en ningún caso, inmutables.


La democracia que tenemos debe legitimar nuestro Autogobierno, que lo examine con la misma visión descarnada que yo les he mostrado en este discurso, lleno de problemas y vigoroso a la vez, sin garantías políticas, sin resortes suficientes para hacer frente a todos los retos y necesidades a los que se enfrenta esta sociedad vasca, pero con las potencialidades pactadas en 1979 que pueden activarse para buscar un equilibrio convivencial y de normalización política duradera entre todos.


El Estatuto de Gernika, que en su integridad y sin cortapisas está más vivo que nunca y los marcos jurídico-políticos de los que proviene, con sus garantías inexploradas por haber sido cercenadas, son el punto de partida inmejorable para un planteamiento de consenso.


Creo que con el Estatuto asumimos es su día un suelo común de ese marco que procede de la incorporación al constitucionalismo moderno de los derechos y libertades fundamentales individuales de primera generación.


Pero creo también que todos podemos encontrarnos mucho más en ese marco siempre que no maximalicemos las expresiones de autogobierno, autonomía, autodeterminación y soberanía de un modo excluyente. En esto vamos a chocar irremediablemente como portadores de diversas visiones partidarias, pero debemos de hacerlo con inteligencia y razonabilidad, pensando en el bienestar de la ciudadanía y en la convivencia democrática.


Hay un inmenso recorrido de contenidos y de garantías recíprocas que podemos situar en el marco del Estatuto de Gernika si compartimos con naturalidad la sociedad vasca y la sociedad española planteamientos políticos que no utilicen más que de un modo positivo el principio de autogobierno. Fíjense que no será por que no hayan existido doctos juristas españoles que hayan interpretado en la Constitución la articulación compartida del propio principio de soberanía en relación a los territorios forales vascos. Sin hablar de los Acuerdos de esta misma Cámara en relación a la autodeterminación que hace más de una década hizo depositario al pueblo y a la sociedad vasca de su capacidad de ejercicio.

Todas estas bases son suficientes para emprender nuevos caminos de entendimiento viable. Así, quiero expresarles mi convencimiento hacia la viabilidad de nuevas hipótesis de trabajo modernas. Sólo hace falta voluntad política, comprensión e incomodidad común hacia una fachada del Autogobierno vasco empobrecida por un entorno violento cómodo en la reivindicación política que sólo él dice servirle de cobertura. Pero también incómodo por la otra fachada del Autogobierno vasco presionada por trasnochados triunfalismos de la presunta unidad de la patria y del presunto Estado jacobino.

Quisiera ahora y para terminar con estas reflexiones en torno a las posibilidades de avance estatutario democrático y normalizador plantear que los caminos de diálogo pasan por dos instancias cada una con sus modelos procedimentales para que las voluntades se expresen ya que el día de hoy no pueden hacerse sino planteamientos generales no agotadores del tema del autogobierno. Dos planos, por tanto, para avanzar: el plano de los escenarios y métodos y el plano de los contenidos.

El plano de los escenarios y métodos

Todos ustedes conocen que la recuperación de las confianzas y de los contenidos para asumir nuevos escenarios potencialmente garantizados en el Estatuto pasa por cumplir lo que hasta ahora todos sin excepción estiman está incumplido en la letra del Estatuto actual y ello no compete a este Parlamento o a este Gobierno solamente sino también a sus homónimos en el Estado español.

Por ello y tras los relatos del comienzo de mi intervención, resulta evidente que este Gobierno no necesita nuevos Informes sobre transferencias de competencias, funciones y servicios, ni sobre prioridades sobre el mismo tema; con los redactados ya es suficiente. Lo que requiere es voluntad para cumplirlos en la otra parte, en el Estado que es quién, además debe impulsar el proceso y no lo hace.

Es necesaria una renovación de las voluntades políticas para cumplir íntegramente la letra del Estatuto y por ello, más allá de los intentos baldíos del Gobierno Vasco en planteamientos reconocidos como sensatos en todos los círculos implicados, más allá de planteamientos epistolares retrasadores, se hace necesario pulsar con luz y taquígrafos la voluntad del Estado en el desarrollo estatutario. El Gobierno Vasco está dispuesto a hacerlo en un marco de suficiente nivel político y no entiende que no lo quiera hacer el Estado.

La estratagema de reunir la Comisión Mixta de transferencias para hablar una a una de las pendientes y redactar nuevos listados y calendarios resulta, tras años de retraso real, tan burda que atenta contra la inteligencia de las instituciones vascas.

Desde otra perspectiva y ya en el ámbito vasco el Parlamento debe ser el depositario de los avances, consensos y diálogos en torno a la manera de operativizar las potencialidades del Estatuto actual con lo cual, hablar de autogobierno aquí requiere el foro de esta Comisión específica para que las voluntades democráticamente expresadas de todos los partidos sean recogidas en los respectivos trabajos.


El plano de los contenidos


No pretendo analizar hoy aquí los planteamientos políticos existentes y hacer un ejercicio de síntesis sobre lo que creo que podrían ser los contenidos y garantías del Autogobierno vasco que a la vez supusieran un nuevo punto de encuentro estatutario y normalizador de la convivencia.


Me voy a permitir sugerir vías para explorar someros razonamientos sobre los contenidos, principalmente para hacer hincapié en que en la mayoría de las cuestiones que puedan plantearse no creo que se trate de obtener más o menos competencias -aunque esto pueda ser así en algún aspecto sectorial- sino de establecer unas nuevas bases recíprocas de relación y de garantía política.


Primero.- Creo que debiera tratarse de definir el contenido de las potencialidades que refleja el reconocimiento y actualización de un estatus político histórico, sin merma de los acomodos necesarios a realidades políticas de otros ámbitos en transformación, como son el estatal, el europeo y, en cierto modo, el internacional. Todo ello desde la especificidad de nuestro encaje jurídico-político en el Estado y ejerciendo los derechos que como pueblo nos asisten de pactar los tránsitos temporales para ello, en virtud de las disposiciones adicionales de la Constitución y el Estatuto.


Esto exige un progreso explícito en la comprensión del hecho institucional vasco y en la libertad y fomento de relaciones entre todos los territorios vascos y con todas las colectividades vascas existentes.

Unido a lo anterior resulta precisa una proclamación de la libertad de ejercicio de derechos políticos de acuerdo con las instituciones y marcos políticos democráticos en los que se vean representados dichos territorios vascos y que el Pueblo y la sociedad vasca se vaya dando, o por lo menos poner las bases que garanticen la capacidad de negociación correspondiente.


Ya sé que no apelo a una fórmula concreta, por lo que queda abierto el debate sobre la capacidad y nivel de autogobierno requerida, pactada y ejercitable, que yo sin embargo he situado consciente y deliberadamente en las instituciones y marcos políticos de que nos hemos dotado y hoy vigentes, siempre que sean democráticos y en sede parlamentaria, porque creo que sin democracia no podremos avanzar en ninguna de nuestras legítimas aspiraciones políticas y es el Parlamento el depositario de la voluntad de la sociedad vasca.


Segundo.- Creo que debieran definirse nuevas reglas y garantías de participación política para los territorios que deseen formar parte en cada momento de la Comunidad Autónoma de Euskadi.


Me refiero a una garantía institucional que hoy no tienen las instituciones vascas y que puede afectar a diferentes niveles relacionales, aunque fruto de la actual trayectoria jurídica las reglas deban tomar cuerpo en el referente obligado del Estado español, y tanto respecto a su organización estructural interna como respecto a la participación y representatividad política en las estructuras europeas e internacionales.

Creo que debiéramos abundar en un espacio nuevo de garantías recíprocas con el Estado, para evitar que se activen desequilibrios en momentos de desencuentro político, en los que no se debe producir un aprovechamiento con fines políticos de los instrumentos jurídicos e institucionales.

No me refiero a algo que puede ser ponerle puertas al campo en el plano político, en el sentido de cualquier pretensión de deducir efectos o consecuencias jurídicas de los incumplimientos del principio político de lealtad recíproca institucional, que no se pueden reconducir en política con efectos prácticos al plano de principios generales del derecho como la buena fe, la vinculación a los actos propios o la mutua confianza y la seguridad jurídica.

Tampoco me refiero a lo que en otras épocas aquí también se aplicó como el famoso “pase foral”, que aunque hoy evidentemente anacrónico es suficientemente gráfico como para reflexionar ahora sobre su esencia referida a un mecanismo que imposibilitaba trasladar al plano jurídico los ataques a la autonomía política.

Tendremos que afinar en estas cuestiones de aseguramiento político, pero de lo que debiéramos estar convencidos es de que no pueden tener virtualidad futura, o la misma actual, el mecanismo de suspensión de la eficacia de normas vascas que emplea unilateralmente el Presidente del Gobierno estatal, la extensión con efectos de desarrollo regulador aplicativo en Euskadi de las normas básicas estatales, o algunos de los tecnicismos jurídicos que le permiten al Estado alterar unilateralmente las políticas públicas vascas.

Tercero.- Creo, por último, que las potencialidades estatutarias y constitucionales deben emplearse en redefinir la autonomía política vasca en un sentido prioritario de exclusividad respecto a ciertos ámbitos materiales administrativos que reflejan hechos diferenciales vascos en el sentido más práctico de la expresión, esto es, porque obedecen a realidades sociales específicas sobre las que no cabe la transversalidad de funciones y políticas estatales.

Apunto con ello a los ámbitos de la organización, recursos y funcionamiento de las instituciones vascas, a las materias que son expresión de la pluriculturalidad y el plurilingüismo, la educación, la seguridad y orden público, los recursos naturales y las infraestructuras. Todos ellos deberían verse despojados de tecnicismos que permiten esa transversalidad funcional y política del Estado.

Apunto también, en capítulo propio, a la autonomía financiera de las instituciones vascas, entendida en una completa acepción que no se reduce al ámbito tributario, sino que debe llegar a la neutralidad en Euskadi de la política económica estatal, ligada por lo tanto al pacto político previo y a la participación política conjunta en la Unión europea económica y monetaria.

Y finalizo con una referencia al ámbito laboral y social, donde la autonomía política implica ineludiblemente capacidad de diseñar políticas públicas propias y, por lo tanto, pudiera albergar la posibilidad de que la democracia social tenga distintos contenidos en materia de derechos sociales de la ciudadanía en unos u otros ámbitos territoriales, tal y como ocurre en el espacio de la Unión europea, y sin que ello tenga por qué suponer desigualdad alguna en los derechos y libertades fundamentales, entre ellos el libre intercambio y circulación de trabajadores y, por supuesto, garantizando todos los principios de solidaridad aplicables en función de la posición socioeconómica de Euskadi para con el Estado en todos los campos aplicables.

Como pueden ver, les he hecho una exposición breve sobre contenidos que, si bien seguramente no ha hecho más que apuntar a muchas claves del autogobierno actual, trazan a grandes rasgos un alineamiento estratégico claro de lo que haría falta para actualizar un estatuto político vasco en el siglo XXI, avanzado sí, pero tampoco exento de compromisos hacia las realidades políticas con las que compartimos mucho más que un viejo problema identitario.

¿Existen vías que hagan posible el diálogo político y la superación democrática del problema de la situación de nuestro autogobierno en nuestros días?. Bienvenidas sean, aprovechémoslas y busquemos el contenido programático que debe tener el Autogobierno vasco. La sociedad vasca deberá, en todo caso, tener la última palabra.

(Llamada a pag. web)
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